
global destinada a estos fines, así como los criterios para distribuirla con suje­
ción a lo dispuesto en el apartado anterior. 

c) Reglamentariamente se determinará el régimen de distribución de las 
cantidades mencionadas en el apartado a) cuando los partidos hubieran concu­
rrido a las elecciones formando parte de federaciones o coaliciones.I 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA 

Los partidos y asociaciones políticas que hayan sido inscritos con anteriori­
dad a la entrada en vigor de la presente Ley conservarán su personalidad jurídi­
ca y la plenitud de su capacidad y derechos adquiridos, sin necesidad de ninguna 
adaptación de sus Estatutos. 

DISPOSICIONES FINALES 

Primera.—La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publica­
ción en el «Boletín Oficial del Estado». 

Segunda.—Quedan derogados los siguientes preceptos de la Ley veintiuno/-
mil novecientos setenta y seis, de catorce de junio; apartados uno y tres del ar­
tículo primero; apartados dos, tres y cuatro del articulo segundo; apartados uno, 
dos, letra b), segunda frase, y apartado tres del artículo tercero; apartados dos, 
párrafo segundo, tres, cuatro, cinco y seis del artículo cuarto; apartados dos, 
tres, cuatro y cinco del articulo sexto; apartados uno y dos del artículo séptimo, 
y el artículo octavo. 

INSTR UCCION de la Dirección General de los Registros y del Notariado sobre 
matrimonio civil 

La aprobación de la Constitución española ha supuesto una importanfe 
innovación en el régimen hasta ahora vigente sobre celebración del matrimonio 
civil. 

En efecto, el artículo 32-1 de la Constitución establece que el hombre y la 
mujer tienen direcho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica, y su 
artículo 16-2 señala que nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, 
religión o creencias. Estas normas han de ser interpretadas de acuerdo con los 
principios constitucionales de no confesionalidad del estado (articulo 16-3) y de 
no discriminación por razón de religión (artículo 14), y llevan forzosamente a la 
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conclusión de que todos pueden acudir a la celebración del matrimonio civil con 
plena libertad de elección y sin necesidad de hacer declaración alguna sobre su 
religión, respecto de la cual el Juez o Cónsul no pueden preguntar. 

Atendiendo a estas consideraciones, así como al hecho de que aquellas nor­
mas constitucionales tienen vigencia inmediata (Cfr. articulo 53 y disposiciones 
derogatoria y final), esta Dirección General ha acordado declarar que, a partir 
de la entrada en vigor de la Constitución, han de entenderse modificados en el 
sentido indicado los artículos 42 y 86 del Código civil, lo mismo que los precep­
tos concordantes que los desarrollan del Reglamento del Registro Civil y que, 
por lo tanto, los Jueces y Cónsules Encargados de los Registros Civiles deben 
autorizar los matrimonios civiles de las personas que lo deseen sin indagación ni 
declaración alguna sobre las ideas religiosas de los contrayentes. 

REAL DECRETO-LEY 33/1978, de 16 de noviembre, sobre mayoría de edad. 

El límite legalmente establecido para la mayoría de edad de los ciudadanos, 
como determinante del momento de la incorporación de éstos a la plenitud de la 
vida jurídica alcanzando la plena capacidad de obrar en los campos civil, admi­
nistrativo, político o de cualquier otra naturaleza, ha sufrido en nuestro ordena­
miento, como en el de los restantes países de nuestra área cultural, una progresi­
va reducción fundada en que la instrucción recibida durante una escolarización 
más prolongada y la abundante información de que hoy día dispone la juventud 
ha hecho a ésta apta para hacer frente a las exigencias de la vida a una edad más 
temprana que en pasados tiempos y que la reducción de la edad de la mayoría 
tiende a favorecer el desarrollo del sentido de la responsabilidad de los jóvenes. 
El momento actual de la sociedad española es sensiblemente distinto al que la 
misma presentaba en el año mil novecientos cuarenta y tres, al tiempo de esta­
blecerse los veintiún años como limite de la mayoría de edad; los inmensos avan­
ces experimentados por la misma durante estos años en los campos económico, 
social y cultural han incorporado ya de hecho el protagonismo de la vida espa­
ñola, tanto en el campo público como en el privado, a los jóvenes que, sin alcan­
zar los veintiún años, ostenta ya plena capacidad física, psíquica, moral y social 
para la vida jurídica, sin necesidad de los mecanismos de representación o com­
plemento de capacidad. De todo este contexto social surge, pues, la necesidad de 
establecer un nuevo límite de mayoría de edad, que debe cifrarse en los dieciocho 
años, como ya han llevado a cabo otros ordenamientos de el marco europeo. El 
nuevo limite de la mayoría de edad debe tener una efectividad inmediata en toda 
la vida del país, por lo que técnicamente procede sea establecido como norma 
general al tiempo que se modifican aquellos preceptos de nuestros principales 
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